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León, Guanajuato, a 20 veinte de octubre del año 2009, dos mil nueve. . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 137/2009-JN que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por la Licenciada CLAUDIA ESTHER ROMERO RIOS, quien se ostenta como apoderada legal de la persona moral denominada “ALTTA HOMES CENTRO SUR”, SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA DE CAPITAL VARIABLE, en contra de la Directora General Ingresos, del Notificador Ejecutor adscrito a la Dirección General de Ingresos, Lorenzo Medina y del Director General de Urbanismo, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes: . . . . . . .  . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica de la ciudadana Claudia Esther Romero Ríos, quien se ostenta como apoderada legal de la persona moral denominada “Altta Homes Centro Sur”, Sociedad de Responsabilidad Limitada de Capital Variable; personalidad que acredita con copias certificadas notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública número 30,444 treinta mil cuatrocientos cuarenta y cuatro, de fecha 13 trece de septiembre del año 2007, dos mil siete, otorgado ante la fe del Licenciado Jorge Arturo Zepeda Orozco, titular de la Notaria Pública número 100, en legal ejercicio en este partido judicial, en donde consta que se otorga en favor de la ciudadana Claudia Esther Romero Ríos, Poder General para Pleitos y Cobranzas, en los términos de los primeros párrafos del artículo  2064 y 2100 del Código Civil para el Estado de Guanajuato,  sus  correlativo,  los artículos 2554 y 2587 del Código Civil para el Distrito
Federal, así como de todas las Entidades Federativa de los Estado Unidos Mexicanos. 

TERCERO.- Que de un estudio integral de los escritos de demanda y su ampliación, se advierte que la actora impugna los siguientes actos: El documento determinante del crédito fiscal de fecha 08 ocho de enero del año 2009, dos mil nueve y su notificación; el requerimiento de pago, de fecha 04 cuatro de marzo del mismo año y su notificación; y, el acta de infracción número 33777 de fecha 29 veintinueve de junio del año 2008, dos mil ocho. La existencia del primer acto se acredita con la copia al carbón del documento determinante del crédito de fecha 08 ocho de enero del año 2009, dos mil nueve y su notificación; el segundo con la copia al cargo del citado requerimiento de pago y su notificación con la copia al carbón de la diligencia practicada el día 27 veintisiete de marzo del año 2009, dos mil nueve; y, la existencia del acta se desprende de los anteriores documentos y del reconocimiento que hacen las autoridades demandadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades demandadas en el escrito de contestación y ampliación a la demanda, aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261 fracción IV del artículo 261 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por que el actor no impugnó en tiempo la multa, en razón de que con fecha 27 veintisiete de enero del 2009, dos mil nueve, el notificar adscrito a la Dirección General de Ingresos, se presentó en el domicilio de la persona moral impetrante, con la finalidad de notificar el documento determinante del crédito, no encontrándose el representante legal le dejo citatorio para que esperara en día y hora determinada, pudiendo llevar a cabo dicha diligencia con cualquier persona en el caso de no atender el citatorio el representante legal, por lo cual la notificación es valida, de conformidad a lo establecido por los artículo 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. En tanto que, la parte actora en su escrito de ampliación en esencia manifestó que la autoridad no acredita la notificación legal del crédito 33777 de fecha 29 veintinueve de junio del año 2008, dos mil ocho, toda vez que esta nunca le ha sido notificada ni entregada, que solamente se dieron cuenta de la existencia de dicho crédito hasta el momento en que le fue entregado el documento determinante del crédito y requerimiento de pago, que nunca y en ningún momento le fue notificado a su representada, que el citatorio con el que se pretende acreditar el consentimiento tácito no cumple con los requisitos mínimos de legalidad y validez, toda vez que la autoridad debe circunstanciar la realización de los pormenores y circunstancias que acontecen alrededor de la entrega del citatorio situación que no ocurrió, que no existe documento alguno por medio del cual las autoridades acrediten el haber cumplido con las formalidades que para el caso establecen las disposiciones legales para las notificaciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La notificación de la determinación del crédito fiscal, es de carácter personal, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 79, fracción I, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; en materia fiscal Municipal toda notificación personal debe practicarse con sujeción estricta a las reglas previstas en el artículo 81 de la invocada Ley de Hacienda, por consecuencia, en principio se entiende con la persona que deba ser notificada o su representante legal, para el caso de que en la primera busca no se encuentre al interesado, el notificador previo cercioramiento de ser el domicilio, deberá dejar citatorio para que la persona interesada o su representante legal, espere al notificador al día siguiente, a una hora determinada y si no lo espera la diligencia se entenderá con la persona que se encuentre o con el vecino más próximo, además de la diligencia relativa a la citación, tiene que hacerse constar en un acta escrita y circunstanciada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En esas condiciones, las autoridades demandadas tienen la carga de la prueba a fin de demostrar que el recurrente tuvo conocimiento de la multa impugnada, desde el día  27 veintisiete de enero del año 2009, dos mil nueve, sin embargo, este hecho no se acredita en autos de esta causa administrativa, en razón de sólo obran copias certificada por el Secretario del Ayuntamiento de León, Guanajuato, del citatorio elaborado con fecha 27 veintisiete de enero del año en curso, respecto a la notificación del documento determinante del crédito y del  citatorio elaborado con fecha 26 veintiséis de marzo del mismo año, respecto a la notificación del requerimiento de pago, pero omitió exhibir el acta circunstanciada en la que se hace constar la diligencia de la práctica de cada uno de los referidos citatorios; siendo lo anterior así, es el caso que dichos citatorios por sí solos no son idóneos para justificar la legalidad de las notificaciones combatidas, de ahí resulta cierto lo argüido por la representante legal de la parte actora, en el sentido de que el notificador omitió levantar por escrito un acta circunstanciada para hacer constar las diligencias relativas a la práctica de las notificaciones de manera personal al representante legal de la persona moral denominada “Altta Homes Centro Sur”, Sociedad de Responsabilidad Limitada de Capital Variable, con el fin de dejar una constancia que demuestre fehacientemente como se practicó todo el procedimiento de la notificación, esto es, desde el momento en que se constituyó el notificador en el domicilio respectivo, previo cercioramiento, que requirió la presencia del representante legal de la actora y que al no encontrarse, le dejo citatorio en el domicilio para que esperara a una hora fija del día hábil siguiente, pero al no hacerlo así, es evidente que las citaciones no se practicaron con apego a las formalidades exigidas por el referido artículo 81, por consiguientes las notificaciones de los actos fiscales se encuentran afectadas de nulidad. . . . . .  . . . . . . . 
Bajo este orden de ideas, los actos fiscales combatidos, no deben presumirse consentidos tácitamente por meras afirmaciones, sino que estas aseveraciones tienen que ser acreditadas, en virtud de que la autoridad tiene la carga de la prueba para demostrar la fecha en que afirma notificó a la actora esos actos y en la especie, por lo señalado en los párrafos que anteceden, la notificación de los actos fiscales se practicó en contravención a lo dispuesto por el artículo 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, luego, si esta circunstancia trae consigo la ilegalidad de la notificación, entonces no existe el consentimiento de los actos y esta demanda respecto a los actos fiscales y administrativos que nos ocupan, se encuentra presentada dentro del término legal de 30 treinta días hábiles previsto por el artículo 263, primer párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de la causal de improcedencia aducida por las autoridades demandadas y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que en el primer punto del apartado relativo a los conceptos de impugnación enderezados en contra de la Dirección de Desarrollo Urbano ahora Dirección  General de Urbanismo, se expresa en esencia que se le violan los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con lo establecido en el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato en su capítulo duodécimo denominado de las inspecciones y que en los artículos del 79 al 90, toda vez que en ningún momento se emitió orden escrita de inspección que cumpliera con los requisitos que establece el artículo 79, que nunca se llevó a cabo la visita de inspección que establece el artículo 82, por lo que nunca se desarrolló ninguna orden de inspección conforme al artículo 85, ni fue citada a la audiencia de calificación como lo prevé el artículo 88, no dándosele la oportunidad de comparecer a ninguna audiencia, siendo el acto del todo ilegal y con ello se incumplen las formalidades que todo acto debe contener. . . . .  . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
En primer lugar cabe puntualizar que previamente al estudio del fondo del asunto se analizaran las formalidades del procedimiento administrativo, pues son requisitos que se dan antes de la emisión del acto administrativo, de ahí que la multa impugnada esta sujeta a una serie de formalidades establecidas en el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato y por consiguiente los actos fiscales impugnados también tienen sus propias formalidades establecidas en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
En este orden de idas, en el capítulo Décimo Segundo denominado “De las inspecciones”, concretamente de los artículos 79, 80, 82, 86, 88, 89 y 90 del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, se advierten las formalidades del procedimiento administrativo, las cuales consisten en las etapas siguientes: 1.- La Orden de Inspección; 2.- La Visita de Inspección; 3.- La citación a la Audiencia de Calificación, para que el presunto infractor se presente el día y la hora fijada para la celebración de dicha Audiencia; 4.- La celebración de la Audiencia de Calificación en la que el presunto infractor podrá manifestar lo que a su derecho convenga y ofrecerá las pruebas que estime convenientes en relación a los hechos, en su caso se acreditará la personalidad jurídica y si las pruebas ofrecida requieren preparación especial, se abrirá un periodo probatorio de cinco días hábiles; 5.- La emisión de la resolución que en derecho proceda; 6.- La notificación de la resolución; y, 7.- La ejecución  de la resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, en el caso que se resuelve el Director General de Urbanismo Municipal no respetó las formalidades esenciales para la práctica de la visita de inspección, puesto que  previamente a la imposición de la multa debatida, debió emitir la orden de inspección, ordenar la visita de inspección desarrollada conforme a las reglas señaladas en supralíneas, citar a la persona moral actora a la audiencia de calificación y celebrar esta, así como emitir la resolución que en derecho procediera debidamente fundada y motivada; por tanto, con estas omisiones estamos en presencia de un procedimiento administrativo viciado, toda vez que si estos actos procedimentales son previos al acto de calificación de la infracción refutada de ilegal, su omisión es una vulneración en perjuicio de la actora de los artículos 79, 80, 82, 86, 88, 89 y 90 del invocado Reglamento de Anuncios, que jurídicamente constituye un vicio del procedimiento que da origen a la nulidad de la multa combatida, pues el Director General de Urbanismo omitió demostrar en autos de esta causa administrativa, la existencia de la orden de inspección debidamente fundada y motiva, el acta de visita, la citación a la audiencia de calificación, la celebración de esta audiencia y la calificación de la infracción debidamente fundada y motivada, por tanto, estas omisiones en el procedimiento administrativo violan de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, las que afectan su derecho de defensa, previsto en los artículo 89 y 90 del citado Reglamento de Anuncios; vicios que origina la nulidad del acta de infracción impugnada, al no haberse agotado la fase previa como lo es la emisión de orden de inspección. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En consecuencia, los referidos vicios del procedimiento administrativo, dan lugar a la nulidad del acta de infracción número 33777, la que trae consigo la nulidad de  la multa por la cantidad de $22,275.00  (veintidós mil doscientos setenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional), impuesta a la persona moral "Homes Centro Sur", Sociedad de Responsabilidad Limitada de Capital Variable, de la determinación del crédito fiscal de fecha 09 ocho de enero del año 2009, dos mil nueve y el requerimiento de pago de fecha 04 cuatro de marzo del año 2009, dos mil nueve, toda vez que estos actos administrativos y fiscales, respectivamente, son consecuentes del acta de infracción impugnada; por ello, tienen el carácter de actos accesorios y como actos derivados se encuentran afectados de nulidad, por devenir de un acta de infracción viciada. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, el cual establece:“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por  quienes  las  realizan  y,  por otra parte,  los tribunales  se harían  en  alguna  forma partícipes de  tal conducta  irregular,  al otorgar a  tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEXTO.- Que el concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede resultó procedente y la argumentación esgrimida es suficiente para declarar la nulidad de los actos combatidos y es innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de la presente resolución. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . .  . . . . . 
Así las cosas, al no cumplirse las etapas esenciales del procedimiento administrativo, el acta impugnada carece del requisito de validez exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, vicios que originan la nulidad lisa y llana del acta de infracción combatida y de los demás actos consecuentes como lo son la multa, determinación del crédito fiscal y el requerimiento de pago combatidos, de acuerdo a lo previsto por los artículos 301 fracción I y 302 fracción III, del mismo Código, en el entendido de que la autoridad estará en condiciones de ordenar la practica de otra visita de inspección colmando las etapas formales del procedimiento administrativo exigidas por el Ordenamiento Legal de la materia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 137 fracción VIII, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA del acta de infracción número 33777 de fecha 29 veintinueve de junio del año 2008, dos mil ocho su sus actos consecuentes como lo son la multa impuesta a la parte actora por la cantidad de $22,275.00 (veintidós mil doscientos setenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional), la determinación del crédito fiscal de fecha 08 ocho de enero del año 2009, dos mil nueve y del requerimiento de pago con número de crédito 0896353, de fecha 04 cuatro de marzo, del año 2009, dos mil nueve, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 6 seis tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
